LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVAS PRESENTADAS POR LOS DIPUTADOS: MARIO ALBERTO SALAZAR MADERA, CELIA FAUSTO LIZAOLA Y ROCIO CORONA NAKAMURA Y EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.
DE FECHAS: FEBRERO 17 DEL 2004,  FEBRERO 19 DEL 2004 Y 

FEBRERO 17 DEL 2004, MARZO 11 DEL 2004,   RESPECTIVAMENTE.

DECRETO:    20566

LEY DE HACIENDA MUNICIPAL

DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A las Comisiones de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, Hacienda y Presupuestos y Trabajo y Previsión Social, que son a cargo de los suscritos, les fue turnada por acuerdo de la Asamblea para su estudio y dictamen, la iniciativa de ley que crea la Ley de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, presentada por la Dip. María del Rocío Corona Nakamura; la iniciativa de Decreto mediante el cual se reforma el artículo 54 bis y se adicionan los artículos 45 bis y 54 ter de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, presentada por el Dip. Mario Alberto Salazar Medina, la iniciativa de decreto que crea el Comité Técnico de Valoración Salarial, como un órgano técnico auxiliar del H. Congreso del Estado de Jalisco, presentada por la Dip. Celia Fausto Lizaola y la iniciativa de ley que reforma el párrafo cuarto del artículo 18 de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, presentada por el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, proyecto que se dictamina en esta oportunidad de acuerdo con los siguientes:

ANTECEDENTES


I.- Que mediante oficio sin número, de fecha 23 de febrero del 2004 signado por el Dip. Pedro Ruiz Higuera, Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, se enviaron al Dip. José María Martínez Martínez, para los efectos del artículo 107, párrafo 1, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, las siguientes iniciativas: Iniciativa de decreto que reforma el artículo 111 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, presentada por el titular del Poder Ejecutivo, Lic. Francisco Javier Ramírez Acuña; Iniciativa de ley que crea la Ley de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, presentada por la Dip. María del Rocío Corona Nakamura; Iniciativa de Decreto mediante el cual se reforma el artículo 54 bis y se adicionan los artículos 45 bis y 54 ter de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, presentada por el Dip. Mario Alberto Salazar Madera e Iniciativa de decreto que crea el Comité Técnico de Valoración Salarial, como un órgano técnico auxiliar del H. Congreso del Estado de jalisco, presentada por la Dip. Celia Fausto Lizaola. 


II.- Que en la sesión de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos celebrada el día 17 de marzo del 2004, se turnó al Dip. José María Martínez Martínez, para los efectos del  artículo 107, párrafo 1, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, la iniciativa de ley que reforma el párrafo cuarto del artículo 18 de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, presentada por el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.


III.-  Que la C. Dip. Rocío Corona Nakamura, en el uso de las facultades que le confieren los artículos 28, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 147, párrafo 1, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, presentó el pasado 17 de febrero del 2004, iniciativa de ley que crea la Ley de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios. 


IV.-  Que entre las propuestas presentadas por la Dip. Rocío Corona Nakamura, destacan las siguientes:


a).-  El encuentro de un punto de equilibrio entre los sueldos de los altos funcionarios debe partir, efectivamente, de un número determinado de factores que a la postre no es tan difícil de considerar. La base mínima sobre la que debe establecerse el salario de los altos funcionarios públicos es aquella que sea suficiente “para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a la educación obligatoria de los hijos”, tal y como lo considera la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 123 cuando describe la calidad del salario mínimo. No existe motivo real para suponer que los altos funcionarios tienen necesidades mayores a las normales, para un jefe de familia común, a no ser las de naturaleza académica, vestido y urbanidad, ya que los consumos por concepto de habitación, recreación, alimentación y cultura, en el campo de estrictamente humano (sic) son iguales. 


b).-  Partiendo de esta primera consideración, es debido reconocer que los altos funcionarios públicos desde el momento en que toman el cargo también asumen una responsabilidad mayor a la común de los trabajos ordinarios. La responsabilidad de los funcionarios públicos tiene que ver con el éxito del Estado y sus municipios. De su desempeño público depende en grado muy importante que se alcancen las metas sociales y económicas que nos hemos fijado como comunidad local o municipal. Y toda vez que de un mal desempeño de estos funcionarios pudieren resultar daños graves al interés público, es por lo que se han previsto delitos y otras medidas preventivas especiales. De ahí que no es impropio sostener que a dicha alta responsabilidad le debe corresponder una percepción salarial superior a la que tienen trabajos u oficios de menor responsabilidad. 

c).-  Contrario a lo que señalan algunas voces, la incidencia de corrupción o incapacidad de altos funcionarios públicos, no es un factor válido para que se disminuyan los ingresos de los funcionarios que ocupan cargos administrativos. Si le damos transparencia a los conceptos, tenemos que señalar que a la corrupción e ineficacia le corresponde la sanción. Si un alto funcionario desvía recursos para su provecho privado es preciso sancionarlo con severidad o si diverso incumple por incapacidad es menester destituirlo por otro mas capaz, pero de ahí a que dichas incidencias sea motivo para la disminución en los salarios de los altos funcionarios públicos, es un grave despropósito que traería como consecuente que los buenos funcionarios abandonarán el servicio público y los malos ingresarán a la fila de la corrupción.

El hecho de que hoy en día existan más y mejores dispositivos legales para conocer el manejo de los fondos públicos, en nada justifica la desproporción en los salarios de los altos funcionarios. La transparencia no sólo debe servir para alimentar un conocimiento pasivo, sino que revela una deformación en el manejo de los dineros del pueblo. 


d).-  Por otro lado es conveniente defender una posición de eficiencia administrativa que nos libre de un gobierno caro, y para ellos es preciso fijar salarios adecuados que estimulen la eficiencia pero no que constituyan una carga excesiva en el gasto público. 

En la búsqueda de soluciones es menester que el Congreso del Estado asuma con toda verticalidad su responsabilidad política y constitucional para establecer directamente las remuneraciones y demás prestaciones que deban recibir los funcionarios públicos de alto nivel. La facultad para fijar las disposiciones normativas que regulen las condiciones laborales de los altos funcionarios se surte del principio de legalidad según el cual la administración pública debe ceñirse a lo preceptuado por la ley, y siendo la ley un producto de la tarea legislativa, entonces le corresponde al Congreso del Estado, establecer las disposiciones que regulen dichas  condiciones en la relación que se entabla entre el servidor público y el gobierno. 

e).-  Desde este ejercicio legislativo propongo un menú de prestaciones legítimas y moderadas para los altos funcionarios públicos estatales y municipales. Pero estamos fijando con toda claridad que las prestaciones económicas y en especie que actualmente reciben los funcionarios públicos no previstas en esta ley dejarán de otorgarse a partir de la entrada en vigor del presupuesto de egresos del año fiscal 2005, con lo que será a partir de esa fecha cuando la ley de transparencia salarial desplegará todos sus efectos, evitando la discrecionalidad y el abuso en esta materia. 


f).-  Es un reclamo social que los sueldos desproporcionados de los altos funcionarios públicos vuelvan a la moderación y respondan a una auténtica política de austeridad presupuestaria, por ello se señala en la ley que se propone que “Las remuneraciones y prestaciones económicas que actualmente reciben los funcionarios públicos que sean mayores a las fijadas en esta Ley no sufrirán cambio sino hasta la entrada en vigor de los presupuestos de egresos del año fiscal 2005”. Con esto no se viola ningún dispositivo constitucional, sino por el contrario se pretende que las remuneraciones desproporcionadas e inadecuadas vuelvan a la normalidad constitucional. En la Constitución General de la República se alude a una remuneración adecuada, la que tiene la característica de que no puede ser disminuida y es irrenunciable. En el presente proyecto de ley de transparencia salarial, queda intocada la remuneración adecuada de los altos funcionarios públicos. Evidentemente que en esta iniciativa se considera como remuneración adecuada aquella que es racional y proporcional, por lo que sólo se afectan los salarios desmedidos. 


g).-  Para el control de las remuneraciones de los funcionarios públicos de alto rango, la presente iniciativa consideran viable -prescindir de comisiones o la contratación de empresas privadas, que establezcan las remuneraciones de los funcionarios públicos. Por ello se propone la extinción de la Comisión Técnica de Valoración Salarial, cuya experiencia nos sirve para reafirmar la convicción de que en materia de sueldos no existe mejor medida que establecerlos desde la ley, con sencillez y transparencia. Consignados desde la ley, los sueldos de los altos funcionarios públicos dejarán de ser un incentivo para quienes incursionan en la política con el sólo propósito de resolver su problema económico personal, y por el contrario, son un aliciente adicional para quienes ven el servicio público una vía de realización personal. 


El problema de los sueldos desmedidos de los altos funcionarios públicos no se resuelve con buenas intenciones y comedidas recomendaciones. Lo que fue una recomendación hasta hoy, ahora será una obligación establecida en ley.


V.-  Que la Dip. Celia Fausto Lizaola, en el uso de las facultades que le confieren los artículos 28, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 147, párrafo 1, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, presentó el pasado 19 de febrero del 2004, iniciativa de decreto que crea el Comité Técnico de Valoración Salarial, como un órgano técnico auxiliar del H. Congreso del Estado de Jalisco.


VI.-  Que entre las propuestas presentadas por la Dip. Celia Fausto Lizaola destacan las siguientes:

a).-  Ante los múltiples problemas que se vienen suscitando en los diferentes niveles de gobierno, por la forma discrecional en que los Servidores Públicos se auto-determinan el otorgamiento de dietas, sueldos, bonos, compensaciones y demás prestaciones por concepto de sus servicios. 


El problema de los altas dietas, sueldos, bonos, compensaciones, liquidaciones y demás prestaciones disfrazadas que se han venido otorgando los servidores públicos, no es privativo de nuestro Estado, sino que es un problema generalizado en todo el territorio nacional, sin embargo, lo anterior no puede ser una justificante para la sociedad jalisciense, ya será motivo para que las legislaturas del resto de las entidades federativas timen cartas en el asunto y resuelvan su propia problemática en sus respectivos ámbitos de competencia, toda vez que nuestro interés primordial es el Estado de Jalisco y sus Municipios. 


b).-  Es  por esto que es imperativo el que perdure y fortalezcamos la existencia de y actuar del Comité de Valoración Salarial, con la garantía de que sus dictaminaciones serán, más que una recomendación, un sustento para que el Congreso del Estado y los respectivos Ayuntamientos apeguen sus plantillas de personal, como parte de sus presupuestos de egresos anuales, a dichas resoluciones dentro de la función pública; el pago puntual de los impuestos y la reducción de las desigualdades entre los rangos que existen en el tabulador de percepciones entre los altos, medios, y bajos niveles que contempla dicho tabulador para los servidores de todos los ámbitos de Gobierno; dígase Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial y Ayuntamientos, así como sus respectivos Organismos Públicos Descentralizados, garantizando así, de manera cabal, el principio de justicia laboral de que “a trabajo igual corresponderá remuneración igual.


c).-  Este Comité de Valoración Salarial, debemos fortalecerlo como un órgano técnico, autónomo, donde sus integrantes sean de carácter honorífico, con presupuesto propio y apoyo material y humano, que le permita cumplir con su objeto, como auxiliar del Congreso del Estado; cuyas funciones y responsabilidades, así como sus facultades para imponer sanciones a quienes incumplan las medidas que para tal efecto se instrumenten en su reglamento. 


VII.-  Que el C. Dip. Mario Alberto Salazar Madera, en el uso de las facultades que le confieren los artículos 28, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 147, párrafo 1, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, presentó el pasado 17 de febrero del 2004, Iniciativa de Decreto mediante el cual se reforma el artículo 54 bis y se adicionan los artículos 45 bis y 54 ter de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios.


VIII.-  Que entre las propuestas presentadas por el Dip. Mario Alberto Salazar Madera, destacan las siguientes:


a).  Hoy por el hoy el tema que acapara la atención pública es el relacionado con los bonos, incentivos y compensaciones de los servidores y funcionarios públicos, para hablar al respecto, es necesario referirnos a varios aspectos; como primer punto, es conveniente señalar que los altos y desorganizados sueldos de algunos servidores y funcionarios públicos estatales y municipales, impulsaron a que en la pasada LVI Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentara Iniciativas de Decreto y Ley tendientes a regular esta situación, mismas que dieron vida al Comité Técnico de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, así como a la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco.


b).  Cabe destacar que entre los aspectos más relevantes que señaló el CTVS se encuentran: 

· El integrar de forma unitaria todos los conceptos adicionales al sueldo que perciben los funcionarios públicos, como los son gratificaciones, compensaciones, gastos de representación, entre otros, que generalmente llegan a ser más altos que el sueldo mismo y que la sociedad percibe como una forma de disfrazar o maquillar la real percepción;  y

· El de regular el otorgamiento de bonos, para lo que el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó una iniciativa para intentar regular esta situación y que se encuentra ya en vigor. Se adicionó un artículo 54 bis a la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus bonos o compensaciones sólo se otorgarán una vez por año, y no podrán ser superiores al salario mensual que perciban y deberán registrarse en el recibo de nómina. 

c). En virtud de lo anteriormente expresado, hago el señalamiento de que nuestra legislación estatal debe ser acorde con la realidad y no sirva sólo para encubrir prácticas viciosas amañadas del pasado que tanto detrimento han causado a la imagen y credibilidad de los políticos; es por ello que se tiene que avanzar con paso firme en esta cuestión y siguiendo la tradición de transparencia que inició el Grupo Parlamentario del cual hoy formo parte, es que se propone la adición de un artículo a la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, con la finalidad de que se establezca claramente que el sueldo estará integrado por cualquier otra cantidad o prestación que se le entregue al servidor público con motivo de su trabajo; de esta manera el sueldo estará integrado por todos los conceptos que actualmente sólo sirven para que se cometan abusos contra el erario público, muestra de ello es le hecho de que para efectos de aguinaldo, quienes ocupan cargos de elección popular, toman como base el sueldo integrando gratificaciones o compensaciones y no sólo la cantidad, mínima en la mayoría de los casos, que aparece en su recibo de nómina como rubro de sueldo. 

d).  Por otro lado, con la presentación de esta iniciativa se pretende evitar que los funcionarios que ocupan algún cargo de elección popular o los servidores públicos que no son empleados con nombramiento definitivo, reciban alguna cantidad que no les corresponda por haber concluido su empleo, cargo o comisión, lo anterior para frenar que se entregue finiquitos superiores a lo legalmente establecido, siendo en las realidad indemnizaciones que no deberían otorgarse por el hecho de que la labor para la cual son llamados o electos, es por un determinado plazo o tarea.


e). Por ello es imperante que seamos congruentes y actuemos en consecuencia, nuestro compromiso no puede quedar solo en palabras o en lo que al momento de que alguna situación irregular salga a la luz pública, tratemos de devolver cantidades que en primera instancia no se debieron haber recibido; los diputados que integramos el Grupo Parlamentario de Acción Nacional, estamos a favor de la legalidad y la transparencia, nuestro compromiso es el de evitar cualquier ocultamiento, confusión o falta de acatamiento de la ley, al proponer la eliminación de cualquier bono, incentivo o compensación para los servidores públicos de primer nivel, así como para los funcionarios públicos, con independencia del Partido que representamos, actuemos de forma coherente, transparente y eficiente, debemos recuperar la confianza de la ciudadanía, dando testimonio de que estamos en al función pública con el ánimo de servir y que ajenos a un interés particular, habremos de trabajar con esfuerzo, responsabilidad y  profesionalismo, es momento de dignificar la labor de todos aquellos que estamos dentro de esta noble encomienda, es momento de dar. 


IX.-  Que los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, en el uso de las facultades que le confieren los artículos 28, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 147, párrafo 1, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, presentaron el pasado 11 de marzo del 2004, Iniciativa de Ley por la que se reforma el párrafo cuarto del artículo 18 de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco.


X.-  Que entre las propuestas presentadas por los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, destacan las siguientes:


a). En recientes fechas ha sido del conocimiento público el hecho de que servidores públicos de los Poderes del Estado y de los Ayuntamientos, han recibido grandes  cantidades de dinero, por bono o fin de trienio o de haber por retiro. Esta situación desde luego ofende a la ciudadanía que depende de su trabajo cotidiano de toda la vida ya no para aspirar a una vida decorosa al final de su etapa productiva, sino apenas para sobrevivir. 
b). No debe pasar desapercibido que las personas en puestos de elección popular, titulares de las dependencias públicas y mandos superiores, desde el inicio de la administración en que desempeñan el encargo, tienen certeza de que su relación laboral es por tiempo determinado, de donde se sigue que no es dable el otorgamiento de un haber por retiro, más propio de un finiquito derivado de la terminación de relaciones laborales por tiempo  indeterminado.


c). Por otro lado debemos señalar que es clara la distinción que se hace entre las relaciones laborales en el sector público y en el privado, y que la normatividad aplicable a cada caso comprende situaciones diversas que no deben mezclarse.


d). De lo anterior se desprende la necesidad de terminar con la práctica aquí señalada y para este efecto se propone eliminar de la legislación del Estado de Jalisco, toda norma permisiva para otorgar este haber por retiro a los funcionarios públicos ya señalados.

XI.-  Que de conformidad con el artículo 107, párrafos 3, 4 y 5, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, el Dip. José María Martínez Martínez, pone a consideración de los integrantes de esta comisión, el siguiente proyecto de dictamen, para su discusión y votación.


XII.- Una vez estudiados los puntos que integran las iniciativas en comento, la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, propone las siguientes: 

CONSIDERACIONES


I.-  Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 97 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, tiene por objeto conocer de los asuntos relativos a reformas planteadas a leyes reglamentarias u orgánicas de dispositivos de la Constitución Política del Estado y los que la Constitución Federal, le autorice reglamentar. A su vez, las comisiones de Hacienda y Presupuestos, así como de Trabajo y Previsión Social, son también competentes para dictaminar, de conformidad con lo preceptuado en la Ley Orgánica del Poder Legislativo. 

II.-  Que los análisis, consideraciones y argumentos que, de conformidad con la Ley Orgánica del Poder Legislativo, presenta el Dip. José María Martínez Martínez, a estas comisiones legislativas, para que en su caso y previa discusión y votación los haga suyos, son los siguientes:


a). Después de haber analizado detenidamente las iniciativas comentadas, consideramos pertinente que en este dictamen nos avoquemos únicamente al estudio de las iniciativas que implican reformas en la legislación estatal y que no versan sobre la Constitución ni la Ley Orgánica del Poder Legislativo; ya que estas, requieren un proceso especial para su reforma. 


La Constitución requiere para su reforma de la aprobación del Congreso y los 124 municipios de la entidad, conforme al artículo 117 de la Carta Fundamental Jalisciense; en tanto que las reformas a la Ley Orgánica del Poder Legislativo no se encuentran sujetas a observaciones por parte del Ejecutivo, como lo señala el artículo 33 de la Constitución del Estado.

Así, los diferentes tiempos y personas que confluyen en una reforma constitucional, en una reforma a la Ley Orgánica del Poder Legislativo y en una reforma a las demás leyes hacen necesario que se estudien por separado, criterio recogido además, por la propia Ley Orgánica del Poder Legislativo, en su artículo 157, párrafo 3.

Es por esto, y acorde a una adecuada técnica legislativa que las iniciativas mencionadas, serán objeto de dictámenes distintos, dedicándose éste, como ya se señaló, al análisis de las reformas propuestas por los diputados autores de las iniciativas en estudio.


b). Por lo que se refiere a la iniciativa presentada por la Dip. Rocío Corona Nakamura, debemos establecer que esta busca regular dos aspectos relativos a la percepción salarial de los servidores públicos, que si bien se encuentran relacionadas, son independientes, como lo son la cuestión de la percepción de bonos anuales, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración, cualquiera que sea su denominación y los montos máximos de aquella.


Respecto al primer punto, coincidimos totalmente con las propuestas de la diputada ponente, mismas que coinciden en general, con las presentadas por el C. Gobernador del Estado y que implican, en este caso, desarrollar en la legislación secundaria, caso concreto de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios y otras leyes, la prohibición de establecer en los presupuestos de egresos, bonos anuales, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración, cualquiera que sea su denominación. 


c).- Por lo que toca a la política de montos máximos de las percepciones salariales, debemos establecer que más allá de estudios comparados o investigaciones, éstas se rigen por un marco constitucional y legal, claro y concreto. 


En efecto, corresponde al Poder Ejecutivo, presentar la iniciativa de presupuesto de egresos correspondiente, así como la recaudación de los recursos públicos; mientras que corresponde al Poder Legislativo, el análisis y aprobación del citado presupuesto, determinando claramente, sus diversas partidas y por tanto, cuanto ganarán los servidores públicos y en que erogarán los recursos las distintas autoridades del Estado. 


A la par, el Poder Judicial se ve beneficiado con el principio de autonomía presupuestal, como atinadamente lo hace ver la diputada autora de la iniciativa. De este mismo privilegio gozan, acorde al propio ordenamiento legal, y en virtud de su naturaleza jurídica, los organismos constitucionales autónomos a saber; la Comisión Estatal de Derechos Humanos y el Consejo Electoral del Estado. Esto es así, en virtud de que se ha entendido que no se puede lograr una verdadera autonomía e independencia de los otros poderes, en especial del Ejecutivo, sino hay autonomía presupuestaria. 


En resumen, el tema presupuestal, mismo que engloba el relativo a las percepciones de los servidores públicos, se rige, en primer lugar por el marco jurídico y responde a la delicada red de facultades, pesos y contrapesos que dan vida y sustento a los depositarios del Poder Público. 


Lo anterior debe tomarse en cuenta, en virtud de que estamos totalmente convencidos que cualquier reforma legal, en el tema que sea, debe realizarse con completa observancia al marco jurídico aplicable. En otras palabras, no podemos, ni debemos, violentar el marco legal bajo el pretexto de pretender eliminar algo negativo o de corregir alguna situación ilegal. Creemos que en temas sencillos o en temas polémicos, en reformas fáciles o en complejas, el Congreso del Estado siempre debe enmarcar su actuación en el absoluto e irrestricto apego a la ley.


Este es el caso de la iniciativa objeto del estudio, con la cual compartimos la intención de moderar el servicio público, de evitar que se conciba a éste como una mina de oro; de enviar a la sociedad el mensaje de que los altos funcionarios, como lo somos nosotros, asumen su responsabilidad sin apartarse de la situación general de la población. 


Estamos de acuerdo, con la diputada autora de la iniciativa, en el sentido de que los sueldos desproporcionados de los altos funcionarios públicos vuelvan a la moderación y respondan a una auténtica política de austeridad presupuestal. Así, coincidiendo en el fondo, debemos cuidar la forma y sobretodo, reiteramos, respetar el marco legal vigente. 

d). Respecto a la Ley de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, nos encontramos ante una ley, en la que se buscaría establecer los sueldos de los servidores públicos. Al respecto, es conveniente revisar lo que, para la esfera federal establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


Artículo 127.  El Presidente de la República, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión, los Representantes a la Asamblea del Distrito Federal y los demás servidores públicos recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, que será determinada anual y equitativamente en los Presupuestos de Egresos de la Federación y del Distrito Federal o en los presupuestos de las entidades paraestatales según corresponda.


Como podemos apreciar, este artículo nos da luz, ya que establece que las percepciones salariales de los altos funcionarios ahí señalados, se establecen anual y equitativamente, no en una ley, decreto o reglamento, sino en el Presupuesto de Egresos de la Federación, del Distrito Federal o de las entidades paraestatales correspondientes. Lo anterior, como establecemos, obviamente no aplica para las autoridades del Estado de Jalisco, pero nos arroja luz sobre el asunto, ya que reconoce la distinta naturaleza entre una ley y un presupuesto de egresos, estableciendo exclusivamente para éste, el señalamiento de las percepciones de los servidores públicos. 


Lo que si obliga, a todas las autoridades del Estado de Jalisco, es lo dispuesto en la Constitución Local, la cual precisamente en su artículo 11 establece lo siguiente:

Artículo 111.-  Los diputados del Congreso del Estado, el Gobernador, los magistrados del Poder Judicial del Estado, los integrantes del Tribunal de Arbitraje y Escalafón, los consejeros electorales, los presidentes municipales, regidores, síndicos, concejales y demás servidores públicos, recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión que será determinada anual y equitativamente en los presupuestos de egresos del Estado, de los municipios o de los organismos descentralizados, según corresponda. 


Como podemos ver, la Constitución Política del Estado de Jalisco, nos limita en cuanto órgano legislativo, a que las percepciones de los servidores públicos se establezcan anualmente en los presupuestos de egresos, sin que esto pueda establecerse en otro tipo de ordenamiento. La ley puede, como lo hace actualmente la Ley de Servidores Públicos para el Estado de Jalisco y sus Municipios, establecer las características y condiciones del sueldo, aguinaldo o prima vacacional a los que tienen derecho los servidores públicos, pero el monto claro y preciso de estos, debe ser establecido en el Presupuesto de Egresos respectivo.


Lo anterior, porque precisamente nuestra Carta Fundamental reconoce que la ley, en cuanto conjunto de normas jurídicas de carácter permanente, general, impersonal y abstracto, no puede contener montos salariales o cualesquier otra percepción o erogación económica, las cuales se reservan al Presupuesto de Egresos, en virtud de su naturaleza materialmente administrativa, y en el cual, reiteramos, es donde precisamente deben señalarse partidas, cantidades y montos de carácter económico. Pensar lo contrario sería caer en el extremo de por ejemplo, aprobar una Ley de Obra Pública en la que se establecieran montos y cantidades para los diferentes tipos de obras que realizan las autoridades competentes. Así, debemos, respetando nuestra Constitución, continuar aplicando la distinción entre la ley, ordenamiento general, de naturaleza materialmente legislativa y el presupuesto, acto de naturaleza eminentemente administrativa. 


e). Así, habiendo concluido que conforme a nuestro marco constitucional y legal, las percepciones de los servidores públicos deben ser establecidas en los presupuestos respectivos, debemos destacar que la intención de esta comisión dictaminadora no es evitar el señalamiento específico de las percepciones para los servidores públicos, sino que pretendemos que esta facultad sea ejercida precisamente por el órgano legislativo, en armonía con las disposiciones constitucionales y legales aplicables. Y lo anterior, no es necesario lograrlo con reforma legal alguna, sino que basta aplicar la norma vigente. En efecto, analizando la legislación de la materia tenemos que la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco, establece claramente en su articulado que: 


Artículo 46 Bis.-  El presupuesto que apruebe el Congreso debe especificar el sueldo y demás percepciones que por cualquier concepto les corresponda al Gobernador, Secretarios, Subsecretarios, Titulares de las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo, diputados, magistrados del Poder Judicial, magistrados del Tribunal de Arbitraje y Escalafón, consejeros del Consejo General del Poder Judicial, consejeros electorales, Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos y demás servidores públicos, atendiendo lo previsto en la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios y demás normatividad aplicable. 

……..


Así, tenemos que, más allá de recomendaciones del Comité Técnico de Valoración Salarial, encontramos en la ley la facultad del Congreso del Estado para especificar el sueldo y demás percepciones de los altos servidores públicos del Estado. Como ya señalábamos, esta facultad debe ejercerse de conformidad con el marco legal. Por citar un ejemplo, en el caso de los magistrados del Poder Judicial, la especificación del sueldo debe realizarse respetando lo dispuesto por el artículo 57 de la Constitución Local que establece que los magistrados, consejeros y jueces percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable que no podrá ser disminuida durante su encargo.


De esta forma, podemos concluir que de conformidad con las normas legales vigentes, el Congreso del Estado está legitimado para determinar, exclusivamente en el Presupuesto de Egresos del Estado de Jalisco, los  sueldos y demás prestaciones que, conforme a la ley, deben percibir anual y equitativamente, los altos funcionarios del Estado. 

Sobretodo, conviene hacer énfasis en una cuestión muy clara: corresponde al Congreso del Estado, determinar anualmente que los sueldos de los servidores públicos, sean austeros y racionales, a la vez de desterrar definitivamente la idea de que el servicio público es para enriquecerse, cuestión que atinadamente establece la autora de la iniciativa en estudio. De igual forma, y en base a lo anterior, corresponde al propio órgano legislativo impedir que los altos funcionarios del Estado perciban por sus servicios bonos anuales, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración, cualquiera que sea su denominación Así, como legisladores tenemos esta responsabilidad y esperamos que este dictamen y la reforma legal que trae consigo, impliquen una toma de conciencia sobre las facultades que detenta el órgano legislativo y que, como señalamos, deben aplicarse con responsabilidad y apego a la ley.


Lo anterior también nos da certeza legal sobre la situación del Comité Técnico de Valoración salarial, órgano híbrido, ciudadano-público, sobre el cual, dos de las iniciativas en estudio se pronuncian por su desaparición o transformación. 

f).  A la par de lo anterior, es conveniente manifestarnos sobre la legalidad, o no, de imponer sueldos a los munícipes y servidores públicos municipales. La autora de la iniciativa nos alerta sobre los argumentos de una pretendida soberanía municipal y en un excelente estudio de las tesis que ha emitido la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre la materia, nos indica la legalidad de la imposición de sueldos de las legislaturas locales a los servidores municipales.


Sin embargo, la tesis expuesta, data de septiembre de 1996, e incluso en el cuerpo de la misma habla de los antecedentes del proceso de reformas del artículo 115 constitucional en el año de 1983. Lo anterior, más allá de discutir y argumentar, al amparo de la propia legislación federal de la materia, sobre si la citada tesis obliga o no a un órgano legislativo, nos lleva a concluir que fue emitida antes del gran proceso de reformas que en el año de 1999 vivió el citado artículo 115.


En efecto, como podemos recordar, esa reforma fue aprobada el día 17 de Junio de 1999, por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 


El 25 de Junio del mismo año, la Cámara de Senadores avaló esa reforma constitucional, e inició el proceso de reforma conforme al artículo 135 de la Constitución Federal, enviándola a las entidades federativas. 


El 23 de diciembre de 1999 se publicó la reforma al artículo 115 constitucional en el Diario Oficial de la Federación, y entró en vigor siguiendo lo dispuesto por sus artículos transitorios, el día 23 de Marzo del 2000, con lo que inició el largo proceso para las legislaturas estatales, consistente en adecuar su sistema normativo al nuevo texto del artículo 115 de la Carta Fundamental. 


Cabe establecer que después de estas reformas, el citado dispositivo constitucional establece que las legislaturas de los Estados, aprobarán las leyes de ingresos de los municipios y revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles. De igual forma, el citado numeral indica que las legislaturas estatales, no cuentan ya, con una facultad omnímoda respecto de los municipios, de hecho, las leyes que en materia municipal pueden emitir los citados órganos, sólo pueden versar sobre los aspectos estrictamente establecidos por ella,  los cuales son:


a) Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad. 

b). Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo de Ayuntamiento; 


c). Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esta Constitución. 


d). El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal cuando, al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y

e). Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes.


El Constituyente Permanente Jalisciense al adecuar la norma constitucional local a esos postulados, interpretó que si el Congreso del Estado cuenta con facultades exclusivamente para regular las bases generales de la administración pública municipal, lo anterior implicaba que no podía ya, nombrar o remover a los servidores públicos municipales y mucho menos, fijarles el sueldo, esto en atención también, al señalamiento expreso del Constituyente Permanente Federal, de que son los ayuntamientos los que aprueban sus presupuestos de egresos. Lo anterior fue plasmado así, en nuestra Constitución Local y de hecho al revisar las facultades del Congreso Local encontramos la siguiente:


V.-  Crear y suprimir empleos públicos, salvo el caso de los empleos públicos municipales y los casos en que expresamente esta Constitución lo permita a otra autoridad;


Así, queda claro que la citada tesis era totalmente aplicable hasta el año de 1999 y que actualmente tanto nuestra Constitución Local, como la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal, ordenamiento legal donde precisamente se plasman las bases generales de la administración pública municipal, hacen imposible que el Congreso del Estado designe a servidores públicos municipales (con excepción de los integrantes de los Concejos Municipales, en los caos de desaparición de un Ayuntamiento), establezca sus funciones y sus salarios. 


Es por esto, que no puede procederse en los términos propuestos en la iniciativa, ya que de hacerlo, el Congreso del Estado no sólo violaría otras leyes por él emitidas, sino que vulneraría el principio de supremacía constitucional, atacando normas claramente establecidas en la Constitución Política del Estado de Jalisco y en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. No se trata además, de alegar que si se vulneran derechos de los Municipios, sus respectivos ayuntamientos pueden acudir a la controversia constitucional, sino de que el Congreso del Estado reconozca sus límites y aplique una cultura de legalidad, misma que implica respetar los principios constitucionales y legales, aunque a veces no los entendamos o no estemos de acuerdo con ellos, como a muchos les sucede respecto a la idea del Municipio Libre. 

Por tanto, concluimos que mientras el artículo 115 constitucional permanezca igual en su contenido, el Congreso del Estado se encuentra imposibilitado para fijar sueldos a los munícipes, razón por la cual, estimamos debe desecharse totalmente ese aspecto de la iniciativa en comento y se convierte en argumento más, para olvidar la idea de crear una ley estatal que fije percepciones salariales, idea por cierto, rechazada por la legislatura anterior. Sin embargo, lo anterior no impide que realicemos reformas a la ley estatal en materia de servidores públicos, mismas que al ser generales, vinculan a los ayuntamientos, los cuales, deben seguir esas reglas y desarrollarlas en sus propios ordenamientos municipales, a la vez de aplicarlas al aprobar sus respectivos presupuestos de egresos, so pena de incurrir en responsabilidad. 


Lo anterior nos lleva también a la necesidad de que en este dictamen, no sólo se respeten las garantías y facultades con que cuenta el Poder Judicial, como claramente se establece en la iniciativa en estudio, sino también de los organismos constitucionales autónomos y de los organismos públicos descentralizados del Poder Ejecutivo.


g). Consideramos oportuno destacar que la iniciativa en comento establece diversas disposiciones que ya se encuentran contenidas en otras leyes, en especial en la Ley para los Servidores Públicos para el Estado de Jalisco y sus Municipios. Aprobar una nueva ley implica, además de repeticiones innecesarias, la posibilidad de conflictos de leyes, lo que finalmente se traduce tanto en inseguridad jurídica para los propios servidores públicos, como para la ciudadanía. 


De igual manera, es necesario establecer que no podemos como órgano legislativo, reaccionar ante cada problema con la aprobación de una ley. Lo anterior nos llevaría al absurdo de aprobar leyes, por citar un ejemplo, para la disminución de la burocracia o para vigilar la conducta de los diputados en sesiones. Debemos recalcar esto: los problemas que enfrenta nuestra entidad, no se resuelven con una nueva ley, esto lo único que nos implica es dispersión de normas jurídicas, conflictos de leyes en el espacio y en un último término, inseguridad jurídica, así como la posibilidad de evasión de la ley, ante la falta precisamente, de congruencia interna del marco legal. 


Es por lo anterior, que apoyamos la idea de hacer las modificaciones necesarias al marco legal existente, cuidando de su congruencia interna, así como de su debida adecuación con los principios constitucionales vigentes. 


h). Como establecíamos en un principio, estamos de acuerdo en el fondo con varias de las ideas de la diputada autora de la iniciativa, por lo que si bien reiteramos nuestro rechazo a la idea de un ordenamiento legal en el que se fijen en cantidad líquida las percepciones de los diversos servidores públicos, consideramos oportuno adicionar la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, con propuestas claras, viables y sobretodo, que atiendan a los principios de racionalidad,  austeridad y disciplina presupuestal. Entre otras cuestiones, proponemos se reforme el artículo 46 de la citada ley, precisamente en los términos propuestos en la iniciativa, con algunas pequeñas modificaciones de redacción. 

De igual forma, y aclarando que se dejan de lado algunos artículos propuestos, por considerar que estos pertenecen más al ámbito de las condiciones generales de trabajo, se sugiere adicionar a la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, las disposiciones propuestas por la Dip. Corona Nakamura, respecto de temas como los criterios que deben tomarse en cuenta al tasar las remuneraciones de los servidores públicos, las prestaciones a las que tienen derecho los servidores públicos en Pensiones del Estado, seguros, pago de impuestos respecto de las percepciones de los servidores públicos, licencias, todo esto unificado en un nuevo capítulo V, que proponemos se denomine; disposiciones comunes para el sueldo y demás prestaciones de los servidores públicos. De igual forma se propone incluir en el capítulo relativo a las obligaciones de los servidores públicos, la prohibición, clara y expresa para todos los servidores públicos de percibir por sus servicios bonos anuales, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración, cualquiera que sea su denominación.


Como se ha venido señalando a lo largo de esta exposición, así como en el dictamen relativo a la iniciativa propuesta por el C. Gobernador del Estado, en este capítulo se hace énfasis en decir un no absoluto y rotundo a bonos y percepciones irregulares, a la par de sujetar las remuneraciones de los servidores públicos a dos condiciones claras: que se encuentren establecidas en los presupuestos y que cumplan con la ley. Por lo anterior, y con el fin de salvar los principios laborales sobre los que descansa nuestra normatividad en materia de servicio público, así como evitar violaciones a la ley, es que proponemos establecer se consideren acordes a la ley, las prestaciones otorgadas a los servidores públicos derivadas de las condiciones generales de trabajo o contratos colectivos celebrados de conformidad con la ley. 


i). De esta forma reconocemos las propuestas presentadas por la Dip. Rocío Corona Nakamura, mismas que, integradas a las leyes vigentes, respetando los principios constitucionales y legales enumerados en este aserto, sin duda alguna serán garantías para una exacta comprensión de lo que implica el servicio público, a la par de dotar a las autoridades competentes de herramientas exactas que eviten se sigan presentando excesos, así como la lamentable situación de los bonos, misma que lastima y daña a la sociedad.


j). Por lo que toca a la iniciativa presentada por la Dip. Celia Fausto Lizaola, consideramos que cumple también con la encomienda de transparentar la utilización de los recursos públicos, a la vez de establecer parámetros de racionalidad y austeridad a las remuneraciones que perciben los servidores públicos, lo cual, toma actualidad dada la redacción ya señalada de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco. 


Por lo que consideramos prudente que el Comité Técnico de Valoración Salarial, en adelante Comité de Transparencia y Valoración Salarial, permanezca, dada la experiencia que ha logrado, así como el adecuado trabajo que ha desempeñado. 

La diputada autora de la iniciativa propone convertir al citado comité en un órgano auxiliar del Congreso del Estado. Al respecto, cabe señalar que en primer lugar, los órganos auxiliares se crean en la ley y no se establecen en la Constitución, ordenamiento primario donde únicamente deben encontrarse los principios generales que rigen a los Poderes del Estado y a los organismos constitucionales autónomos. Pretender establecer en ésta la regulación de un órgano técnico del Congreso del Estado, nos llevaría a regular también en ésta, a las subsecretarías, direcciones, fundaciones, patronatos, órganos de consulta, jefaturas, etc., de los otros Poderes y organismos. Se puede señalar al respecto que es en la Constitución donde se dio vida a otro órgano técnico del Congreso, a saber, la Auditoria Superior del Estado, pero no debemos caer otra vez en el mismo garrafal error, por lo que conviene respetar a la Constitución en su pureza y dejar para la legislación secundaria estas disposiciones, siguiendo así, una adecuada técnica legislativa.

Proponemos que permanezca el citado comité, definiendo, ahora si, claramente su naturaleza, como un órgano de naturaleza no vinculante, donde confluyen distintas autoridades. Con esto, consideramos se respeta el principio de división de órganos de poder y el marco de atribuciones que a cada órgano de poder reconoce nuestra Carta Magna en su artículo 14 que establece:

Artículo 14.-  El poder público del Estado se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial; nunca podrán reunirse dos o más de estos poderes en una persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un solo individuo.

Nuevamente recalcamos que buscamos la transparencia, la racionalidad en las percepciones de los servidores públicos y el adecuado control, antes, durante y después de percibidas, pero respetando, como ya se ha reiterado, total y absolutamente el marco legal que nos rige. 


k). Por lo que respecta a la iniciativa presentada por el Dip. Mario Salazar Madera, la consideramos oportuna, en el sentido de clarificar la cuestión de los bonos de productividad, asegurando que estos, se entreguen exclusivamente en base a criterios como productividad, puntualidad, asistencia u otros de similar naturaleza así establecidos, sin que por el contrario, puedan acceder a ellos los titulares de las diversas autoridades del Estado de Jalisco y sus Municipios. 


Es decir, con esta reforma, pretendemos adoptar un incentivo que nace en la iniciativa privada, con el fin de favorecer a los servidores públicos, pero bajo reglas claras y concretas, que eviten que este beneficio se convierta en exceso. Por lo que se refiere a las otras propuestas que presenta el diputado autor de la iniciativa, creemos que estas más que aclarar, oscurecen el concepto de salario, mismo que se encuentra perfectamente definido en la legislación de la materia, por lo que, consideramos, debe prevalecer tal cual se encuentra, considerando además, que independientemente de su integración, como ya establecimos, para ser legalmente percibido por el servidor público, debe encontrarse acorde a la ley y establecido en un presupuesto sujeto al cumplimiento de determinadas condiciones. 


l). Por lo que se refiere a la propuesta presentada por los diputados del Grupo Parlamentario del P.R.I., estamos totalmente de acuerdo en la necesidad de prohibir definitiva y tajantemente, la posibilidad de que los altos funcionarios del Estado, en este caso de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, aspiren a percepciones económicas por concepto de haber por retiro. 


Sin embargo, consideramos oportuno y acorde al marco legal que aquí se propone, ir más allá y desaparecer definitivamente de la legislación estatal, la posibilidad de entregar este tipo de gratificaciones, acorde a los principios de austeridad y responsabilidad ya señalados. De igual forma, en el entendido de que en este dictamen se regula de mejor forma la remuneración que deben recibir los servidores públicos, así como de que existe ya, en nuestra entidad, el servicio civil de carrera. 


m). Creemos sin lugar a dudas, que la dictaminación de estas iniciativas implicará que contemos con un cuerpo legal sólido y claro que evite en lo sucesivo, actitudes ilegales y poco apegadas a lo que representa una verdadera ética pública, como son el reparto de bonos por fin de administración o de otra índole, que representan finalmente una deshonra a lo que debe ser el servicio público y la política.

Es por lo anterior, que queremos evitar a toda costa que permanezca cualquier resquicio legal que posibilite que queden impunes estas conductas. Debemos ser claros en este aspecto; sabemos que con una mera reforma legal no se solucionan mágicamente los problemas; sabemos que la entrada en vigor de estas reformas, no implican por sí mismas, la desaparición de la actitud fraudulenta de recibir u otorgar bonos al margen de la ley y de la moralidad, pero lo que si tenemos en claro es que con estas reformas propuestas, en ningún caso estas actitudes dolosas podrán justificarse al amparo de la ley  o pretender escapar de esta. Lo que buscamos, es que mediante una normatividad clara y concreta, no queden impunes dichos actos y se pueda sancionar, con todo el rigor de la ley, a los que abusando de sus encargos, pervierten la esencia del servicio público y saquean las cargas públicas, con todo lo que esto implica. 


Todo esto nos ha llevado a realizar una exhaustiva revisión de la legislación aplicable, no circunscribiéndonos exclusivamente a las iniciativas en estudio, sino yendo más allá y cerrando cualquier resquicio, como ya señalamos, que permita la impunidad y la ilegalidad. Así, consideramos oportuno, como lo establecía el Ciudadano Gobernador del Estado en la exposición de motivos de la iniciativa que es parte de este proceso de dictaminación, desarrollar en la legislación secundaria, los principios que deben regir la elaboración de los presupuestos de egresos de las distintas autoridades, así como la prohibición absoluta y total de otorgar o percibir bonos anuales, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, en adición a la remuneración, cualquiera que sea su denominación. 


Siguiendo este ejercicio, proponemos desarrollar y dejar claramente sentados esos puntos en la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Ley de Hacienda Municipal y Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal. De igual forma y demostrando que no se busca maquillar esta situación, sino poner un remedio de fondo contra el otorgamiento de bonos y prebendas ilegales desde el ámbito de la ley, proponemos expresamente establecer en los respectivos ordenamientos que los norman, que es obligación de diputados, magistrados y consejeros del Poder Judicial, consejeros de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, integrantes del Consejo Electoral del Estado y presidentes municipales, regidores y síndicos, la de percibir la remuneración establecida en el presupuesto de egresos correspondiente y que se apegue a la ley, quedando estrictamente prohibido percibir por sus servicios bonos anuales,  gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración, cualquiera que sea su denominación.


De igual forma, se propone reformar la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para establecer la vigilancia que debe efectuar el Secretario de Finanzas, de que en el Proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado no se incluyan las percepciones ilegales, anteriormente señaladas. Así también, se establece la misma facultad de vigilancia para las comisiones de Hacienda y Presupuestos e Inspección, durante dos momentos distintos: la aprobación del Presupuesto de Egresos del Estado y la revisión y fiscalización de las cuentas públicas estatales y municipales. 


Como se puede apreciar, hemos buscado dar una solución integral, total y apegada al marco legal, a este problema que tanto lastima a la sociedad, y que sobretodo, le hace perder confianza en las instituciones públicas, demostrando que se deja de lado la práctica de poner parches mientras pierde actualidad el problema. 


m). En resumen, algunas de la propuestas que se plantean son las siguientes:

- Se establece que es obligación de todos los servidores públicos percibir la remuneración establecida en el presupuesto de egresos correspondiente y que esta se apegue a la ley, quedando estrictamente prohibido percibir por sus servicios bonos anuales, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración, cualquiera que sea su denominación. 


- Se indica que el sueldo de los servidores públicos debe cumplir con las disposiciones siguientes:


Debe estar previsto en el presupuesto de egresos respectivo, y cumplir con los principios de austeridad, disciplina presupuestal, racionalidad, proporcionalidad, certeza y motivación. 


Debe ser racional, en cuanto esté basado en una adecuada fundamentación del derecho que lo sustenta.,

Debe ser proporcional en razón de que su cuantía debe guardar conformidad con la capacidad pecuniaria de la entidad, las necesidades de la misma, así como la responsabilidad y funciones inherentes al cargo. 


Debe fijarse cumpliendo con los requisitos establecidos en la ley.


- Se señala que las modificaciones a los presupuestos de egresos que resuelvan aumentos salariales deben ser motivados, es decir, apoyados en argumentos que los justifiquen y en hechos ciertos, públicos o notorios. 


- Se aclara que el sueldo y demás prestaciones de los servidores públicos, en ningún caso pueden ser disminuidas, pero si pueden permanecer sin variaciones las anualidades que sean necesarias, a fin de ajustarse a los principios establecidos en el presente artículo.


- Se señala que es causal de responsabilidad administrativa en los términos de la ley de la materia, establecer en los presupuestos de egresos o autorizar el pago de bonos anuales, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración, cualquiera que sea su denominación. En igual responsabilidad incurre el servidor que reciba este tipo de percepciones. Asimismo se indica que las sanciones que se apliquen de conformidad con el párrafo anterior son independientes de las que procedan en caso de configurarse responsabilidad política, penal o civil. 

- Se regulan los bonos de productividad para los servidores públicos, con excepción de los titulares de las autoridades, bajo reglas claras y precisas.


Los bonos o compensaciones que se entreguen a los servidores públicos, en ningún caso pueden ser superiores al salario mensual que perciban. 

Las autoridades deben sujetar la entrega de los bonos o compensaciones, exclusivamente como incentivo a la puntualidad, asistencia, productividad o cualquier otro criterio o condición de similar naturaleza establecido expresamente en los reglamentos aplicables. 


La entrega de los bonos o compensaciones se realiza exclusivamente una vez por año. 


El pago de estos beneficios debe registrarse en el recibo de nómina del servidor público que corresponda. 


La información relativa a los criterios y procedimientos para la asignación de bonos o compensaciones, así como los nombres de los servidores públicos merecedores de ellos, deben publicarse en los medios oficiales de divulgación correspondientes a cada autoridad. 

- Se establece que son irrenunciables los salarios devengados, gratificaciones y demás prestaciones otorgados en los términos de la ley que se deriven de los servicios prestados, quedando prohibido para todo servidor público, otorgar o recibir prestaciones distintas a las establecidas en la ley para los servidores públicos y demás disposiciones legales aplicables y considerando además como acordes a la ley, las prestaciones otorgadas a los servidores públicos en los términos de las condiciones generales de trabajo o contratos colectivos celebrados de conformidad con la ley.


- Se regulan las licencias, seguros y se enuncia el derecho a los servicios asistenciales de Pensiones del Estado. Se establece también, que los servidores públicos pagarán los impuestos correspondientes derivados de las percepciones recibidas. 


- Se preceptúa que el Comité de Transparencia y Valoración Salarial, previo estudio y análisis de su órgano técnico de hacienda pública, podrá hacer recomendaciones relativas a las percepciones salariales de los servidores públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, así como de los montos máximos de éstas. 

Las citadas recomendaciones deberán ser consideradas y analizadas por las autoridades que de conformidad con la ley gocen de autonomía presupuestaria, durante el proceso de aprobación de sus presupuestos de egresos respectivos, debiendo dichas autoridades notificar al Congreso del Estado, el resultado del análisis que sobre las citadas recomendaciones hayan realizado, fundando y motivando en su caso, la no incorporación de las mismas en el presupuesto de egresos respectivo.


- Se establece que el Presupuesto de Egresos que apruebe el Congreso del Estado, debe cumplir con los principios de racionalidad, austeridad y disciplina presupuestal, equidad, motivación, certeza, equidad y proporcionalidad y especificar el sueldo y demás prestaciones de ley que les correspondan al Gobernador, Secretarios, Subsecretarios, Titulares de las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo, diputados, magistrados del  Poder Judicial, magistrados del Tribunal de Arbitraje y Escalafón, consejeros del Consejo General del Poder Judicial, consejeros electorales, Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos y demás servidores públicos, atendiendo a lo previsto en la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios y demás normatividad aplicable, sin que se realice la incorporación, bajo ninguna circunstancia, de bonos anuales, gratificaciones por fin de encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración que deben recibir legalmente los servidores públicos, cualquiera que sea su denominación.


- Se señala, atento a lo anterior, que los presupuestos de egresos de los Poderes Legislativo y Judicial, serán ejercidos con autonomía y de conformidad con la ley 

- Se indica también, que los organismos públicos descentralizados del Poder Ejecutivo aprobarán por conducto de sus propios órganos de gobierno, sus respectivos presupuestos de egresos, cumpliendo con los principios de racionalidad, austeridad, disciplina presupuestal, racionalidad, motivación, equidad, certeza y proporcionalidad y con apego a lo establecido en la presente ley del presupuesto.

- Se elimina, en congruencia con los puntos anteriormente señalados, el haber por retiro contemplado en la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco. 

Por último, debemos destacar que se emitirán dos dictámenes distintos, con las mismas motivaciones y fundamentaciones, en virtud de que se modifica la Ley Orgánica de este Poder, y su proceso de reforma es distinto al de otras leyes, de conformidad con la Constitución Política del Estado. Auque esto debiera ser objeto de análisis, debe acatarse y por tanto, como se señala, deben estar las citadas reformas, contenidas en dictamen distinto. 

ñ). Como ya señalamos, creemos que en cualquier dictamen, en cualquier propuesta, en cualquier estudio, el Congreso del Estado debe respetar siempre el marco legal. No es posible concebir que en lugar de donde emanan las leyes, se violenten éstas. Por tanto, al dictaminar estas iniciativas, el principio rector ha sido el total e irrestricto apego a la ley, en el entendido de que buscar la solución para una injusticia, como ciertamente lo es el otorgamiento irregular de bonos y otras canonjías de similar naturaleza, mediante una ilegalidad, nos lleva solamente a vulnerar aún más el Estado de Derecho.

Reiteramos que en este dictamen buscamos una solución legal e integral que evite el otorgamiento de bonos, sin maquillar la situación o pretendiendo establecer soluciones temporales mientras pasa la tormenta. Hemos intentado erradicar desde el ámbito legal, esta plaga que mina la confianza del ciudadano en el servicio público. A éste, no le podemos mentir, en el sentido de asegurarle, como ya lo decíamos antes, que con la entrada en vigor de estas reformas no se volverá a presentar esta situación, porque la ley, por si misma, no condiciona conductas humanas. Lo que si le podemos asegurar a cada habitante de este noble estado de Jalisco, es que nunca más se podrá justificar una acción de este tipo, en la propia ley y de que existen todos los mecanismos legales para castigar al servidor público, que olvidando precisamente lo que implica su función, caiga en estas tentaciones. 

Esperamos que estas reformas sean una llamada de atención para cada servidor público de nuestra entidad, que implique la valoración del sentir de la ciudadanía respecto de este tipo de prebendas. De igual forma, esperamos que este dictamen sirva como motor para que el Congreso del Estado asuma las funciones que conforme al orden legal, le corresponden y se responsabilice para que en el próximo proceso de aprobación del Presupuesto de Egresos del Estado, se eliminen por completo bonos y prestaciones ilegales, a la par de fijar correctamente y acorde a los principios de austeridad, disciplina presupuestal, racionalidad, proporcionalidad, certeza y motivación, las percepciones y remuneraciones de los altos funcionarios del Estado de Jalisco. Lo anterior será responsabilidad, en primer término de los integrantes de la Comisión de Hacienda y Presupuestos y en último término, de todos nosotros, en cuanto representantes populares. 

Creemos firmemente que con este dictamen, se da una muestra clara a la ciudadanía, de que el Congreso del Estado se encuentra trabajando por devolver la confianza a las instituciones públicas, por lograr que la transparencia, la honestidad y la austeridad sean principios rectores y guías del servicio público y de que día a día se esfuerza en lograr que Jalisco sea la tierra ordenada y generosa, plena de democracia, justicia social, paz y bien común, que todos queremos. 

Por todo lo anteriormente expuesto y de conformidad con los artículos 97, 107, 108, 157, 159 y 160 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, los suscritos integrantes de las Comisiones de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, Trabajo y Previsión Social, y Hacienda y Presupuestos, sometemos a la elevada consideración de esta Asamblea, el siguiente  DICTAMEN DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSOS ARTICULOS DE LA LEY PARA LOS SERVIDORES PUBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS, LEY ORGANICA DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE JALISCO, LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO, LEY ELECTORAL DEL ESTADO DE JALISCO, LEY DE LA COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS, LEY DEL GOBIERNO Y LA ADMINISTRACION PUBLICA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO, LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO Y LEY DEL PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y GASTO PUBLICO DEL ESTADO DE JALISCO.
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